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Pachuca de Soto, Estado de Hidalgo; a 15 quince de junio de dos mil dieciséis. 

 

V I S T O S para resolver los autos del expediente radicado en este Tribunal 

Electoral con la clave TEEH-PES-029/2016, formado con motivo del escrito 

presentado por Javier Arista Ortiz, en su calidad de Representante Propietario del 

Partido MORENA, ante el Consejo Municipal Electoral del Municipio de Mineral de la 

Reforma, Hidalgo, mediante el cual presenta queja por la supuesta coacción del voto 

a través de la entrega de dadivas de cualquier naturaleza, en contra de quien fuera 

candidato de la Coalición “Un Hidalgo con Rumbo”, Arturo Gil Borja, Candidato 

Propietario para la Presidencia Municipal de Mineral de la Reforma, Hidalgo y del 

Partido Revolucionario Institucional Municipal de Mineral de la Reforma, Hidalgo; y, 

 

 

R E S U L T A N D O S 

 

 

ANTECEDENTES. 
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PRIMERO.- PROCESO ELECTORAL. 

a). Inicio del Proceso Electoral 2015-2016 en Hidalgo. El 15 quince de 

diciembre de dos mil quince dio inicio el Proceso Electoral 2015-2016 en esta entidad 

federativa, para la renovación de Ayuntamientos, Congreso Local y Gobernador. 

 

b). Inicio de la campaña electoral para la elección de Ayuntamientos. El 

Consejo General del Instituto Estatal Electoral aprobó el calendario de actividades 

para el Proceso Electoral 2015-2016, señalándose el 23 veintitrés de abril de dos mil 

dieciséis como inicio al periodo para la realización de las campañas electorales para 

la elección de Ayuntamientos. 

 

 

SEGUNDO.- DENUNCIA. Javier Arista Ortiz, en su calidad de Representante 

Propietario del Partido MORENA, ante el Consejo Municipal Electoral del Municipio 

de Mineral de la Reforma, Hidalgo, por escrito de fecha 27 veintisiete de mayo del 

2016, dos mil dieciséis, señalo que, con fecha 27 de mayo de 2016, siendo 

aproximadamente las 14:30 horas, se descubrió una bodega ubicada en el número 

40 de la Calle Primero de Mayo esquina con Teodomiro Manzano de la Población, 

Colonia El Saucillo de Mineral de la Reforma, con miles de despensas y 

electrodomésticos con los logotipos del PRI, que dichas despensas estaban 

destinadas para dar en camionetas presuntamente para ser repartidas en esta 

jornada electoral para obtener ilícitamente el voto, abusando de la necesidad de la 

población, que media hora después, como a los 15:00 horas y ante la llegada de 

muchas personas vecinos de la colonia, se presentaron más de 30 patrullas y 

aproximadamente más de 60 policías estatales y municipales que cerraron los 

accesos a dicha calle y protegieron la puerta de entrada a la bodega en donde están 

las despensas, ante el quejoso, conjuntamente con unas 40 personas fuimos testigos 

de estos hechos y haciendo uso de las redes sociales hemos informado de estos 

hechos a la población en general, por lo que aproximadamente a las 17:00 horas de 

esta misma fecha se presentaron los coordinadores de campaña del candidato priista 

antes señalado, mismos que no pudieron entrar en dicha bodega por la presión de 

los vecinos que les gritaban rateros, no vamos a dejar que compren los votos con 

unas despensas, entre otros señalamientos, que además algunos vecinos lograron 

obtener fotografías con sus celulares de dichas despensas y artículos 

electrodomésticos y que siendo las 21:30 horas del mismo día aproximadamente 

unas 200 personas se apostaron afuera de la bodega que seguía bajo resguardo de 

la policía, mismas que manifestaban su intención de vigilar la bodega para evitar que 

los priistas sacaran las despensas para usarlas en la compra del voto. 
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Denuncia que fue recibida en la oficialía de partes de la Secretaría Ejecutiva 

del Instituto Estatal Electoral de Hidalgo, el 27 de mayo del presente año. 

 

a) Acuerdo de admisión a trámite. Por acuerdo emitido el 27 de mayo de 

dos mil dieciséis, el Secretario Ejecutivo del Instituto Estatal Electoral de Hidalgo, 

tuvo por presentada la denuncia interpuesta por Javier Arista Ortiz, en su calidad de 

Representante Propietario del Partido MORENA, ante el Consejo Municipal Electoral 

del Municipio de Mineral de la Reforma, Hidalgo, misma que fue registrada en el 

expediente del Procedimiento Especial Sancionador identificado con la clave 

IEE/SE/PASE/040/2016. 

 

b) Audiencia de contestación, pruebas y alegatos. El 9 de junio de dos mil 

dieciséis, tuvo verificativo la audiencia a que alude al artículo 339 del Código 

Electoral del Estado de Hidalgo, en la que se hizo constatar incomparecencia del 

denunciante Javier Arista Ortiz, en su calidad de Representante Propietario del 

Partido MORENA, ante el Consejo Municipal Electoral del Municipio de Mineral de la 

Reforma, Hidalgo por lo tanto se le tuvo por perdido su derecho para realizar un 

resumen se sus hechos y la relación de sus pruebas a los mismos; asimismo se hizo 

constar que el denunciado Arturo Gil Borja presento contestación por escrito a la 

queja y también compareció en su carácter de Representante General del Partido 

Revolucionario Institucional, Roberto Rico Ruiz, quien también realizo contestación 

por escrito, se le reconoció ese carácter y ambos ofrecieron pruebas, que a su 

derecho correspondieron. 

 

En el mismo acto, el Secretario Ejecutivo del Instituto Estatal Electoral de 

Hidalgo, tuvo por admitidas y desahogadas las pruebas, y una vez concluida, ordenó 

integrar el expediente y remitirlo a este Órgano Jurisdiccional para la emisión de la 

resolución correspondiente. 

 

 

TERCERO.- REMISIÓN DEL EXPEDIENTE AL TRIBUNAL ELECTORAL 

DEL ESTADO DE HIDALGO. Por oficio lEE/SE/3488/2016, recibido en la Oficialía de 

Partes de este Órgano Jurisdiccional, el 10 de junio del año en curso fue remitido el 

expediente IEE/SE/PASE/040/2016, acompañado del informe circunstanciado a que 

alude el artículo 340 del Código Electoral Local. 

 

a) Turno, registro a ponencia. Por proveído de fecha 11 once de junio de dos 

mil dieciséis, el Magistrado Presidente de este Órgano Jurisdiccional, ordenó 
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registrar el expediente con el número TEEH-PES-029/2016 y lo turnó al Magistrado 

Javier Ramiro Lara Salinas, por corresponderle el turno. 

 

b) Radicación. El 13 trece de junio del presente año, una vez analizado el 

cumplimiento por parte del Instituto Estatal Electoral de Hidalgo, de los requisitos 

previstos en el Código comicial, el Magistrado ponente ordenó la radicación del 

expediente. 

 

c) Cierre de instrucción. Con fecha 14 catorce de junio del presente año, se 

declaró cerrada la instrucción. 

 

 

C O N S I D E R A N D O S 

 

 

PRIMERO.- COMPETENCIA. El Tribunal Electoral del Estado de Hidalgo es 

competente para conocer y resolver la denuncia presentada por Javier Arista Ortiz, 

en su calidad de Representante Propietario del Partido MORENA, ante el Consejo 

Municipal Electoral del Municipio de Mineral de la Reforma, Hidalgo, toda vez que se 

aducen infracciones administrativas dentro del Proceso Electoral 2015-2016 en que 

se encuentra actualmente nuestra entidad federativa, “litis” que debe resolverse por 

medio de un Procedimiento Especial Sancionador, y del cual este Tribunal es 

competente para conocer; lo anterior de conformidad con los artículos 1, 8, 13, 14, 

16, 17, 116 fracción IV, inciso b), y 133 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos; 1, 2, 3, 4, 4 Bis, 9, 24 fracción IV, 94, 96 último párrafo, y 99 

apartado C, fracción IV, de la Constitución Política para el Estado de Hidalgo; 1, 

fracción VII, 2, 319 a 325 y 337 a 342 del Código Electoral del Estado de Hidalgo; 1, 

2, 4, 7 y 12 fracción II, de la Ley Orgánica del Tribunal Electoral del Estado de 

Hidalgo; y, 1, 9, y 14, fracción I, del Reglamento Interior del Tribunal Electoral del 

Estado de Hidalgo. Sirve de apoyo a lo anterior la Jurisprudencia 25/2015 sustentada 

por la Sala Superior en sesión pública celebrada el 26 veintiséis de agosto de dos mil 

quince, de siguiente rubro y texto: 

 

“COMPETENCIA. SISTEMA DE DISTRIBUCIÓN PARA CONOCER, 

SUSTANCIAR Y RESOLVER PROCEDIMIENTOS 

SANCIONADORES.- De la interpretación sistemática de lo dispuesto 

en los artículos 41, base III, Apartado D; 116 fracción IV, inicio o), y 

134, párrafo octavo, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, en relación con lo establecido en los artículos 440, 470 y 
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471 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, 

se advierte que el sistema de distribución de competencias para 

conocer, sustanciar y resolver los procedimientos sancionadores 

previstos en la normativa electoral atiende, esencialmente, a la 

vinculación de la irregularidad denunciada con algún proceso comicial, 

ya sea local o federal, así como al ámbito territorial en que ocurra y 

tenga impacto la conducta ilegal. De esta manera, para establecer la 

competencia de las autoridades electorales locales para conocer de un 

procedimiento sancionador, debe analizarse si la irregularidad 

denunciada: i) se encuentra prevista como infracción en la normativa 

electoral local; ii) impacta solo en la elección local, de manera que no 

se encuentra relacionada con los comicios federales; iii) está acotada 

al territorio de una entidad federativa, y iv) no se trata de una conducta 

ilícita cuya denuncia corresponda conocer a la autoridad nacional 

electoral y a la Sala Especializada del Tribunal Electoral del Poder 

Judicial de la Federación.”. 

 

Por ende, constatada que ha sido la competencia que tiene este Órgano 

Jurisdiccional para resolver el presente Procedimiento Especial Sancionador, lo 

procedente es examinar los puntos sometidos al conocimiento. 

 

 

SEGUNDO. FIJACIÓN DE LA LITIS. El caso que nos ocupa, dentro del 

Procedimiento Especial Sancionador, se constriñe en declarar la existencia o 

inexistencia, en su caso, de los hechos atribuidos a Arturo Gil Borja, quien fuera 

Candidato Propietario para la Presidencia Municipal de Mineral de la Reforma, 

Hidalgo por la Coalición “Un Hidalgo con Rumbo” y del Partido Revolucionario 

Institucional de Mineral de la Reforma, Hidalgo; dentro del Proceso Electoral 2015-

2016, y, determinar si dichos actos son o no violatorios de las disposiciones legales 

de carácter electoral. Bajo esa óptica, de lo denunciado por Javier Arista Ortiz, en su 

calidad de Representante Propietario del Partido MORENA, ante el Consejo 

Municipal Electoral del Municipio de Mineral de la Reforma, Hidalgo, se desprenden 

los siguientes hechos: 

 

“La transgresión al artículo 245 fracción V del Código Electoral del 

Estado de Hidalgo, por parte de los denunciados, Hidalgo, al pretender 

coaccionar el voto con entrega de dadivas de cualquier naturaleza.”. 
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TERCERO.- HECHOS DENUNCIADOS Y DESAHOGO DE LA AUDIENCIA 

DE CONTESTACIÓN, PRUEBAS Y ALEGATOS. Con la finalidad de tener un 

panorama general del Procedimiento Especial Sancionador que se resuelve, este 

Órgano Jurisdiccional estima oportuno delimitar lo siguiente: 

 

a) Hechos denunciados. Para los efectos de esta resolución, a continuación, 

se inserta la parte sustantiva de los hechos que motivaron la presente queja por parte 

de Javier Arista Ortiz, en su calidad de Representante Propietario del Partido 

MORENA, ante el Consejo Municipal Electoral del Municipio de Mineral de la 

Reforma, Hidalgo: 

 

“1.- Con fecha 27 de mayo de 2016, siendo aproximadamente las 

14:30 horas, se descubrió una bodega ubicada en el número 40 de la 

Calle 1 Primero de Mayo esquina con Teodomiro Manzano de la 

Población, Colonia El Saucillo de este municipio, con miles de 

despensas y electrodomésticos con los logotipos del PRI. 

 

2.- Dichas despensas estaban destinados para dar en camionetas 

presuntamente para ser repartidas en esta jornada electoral para 

obtener ilícitamente el voto, abusando de la necesidad de la población. 

 

3.- Media hora después, como a los 15:00 horas y ante la llegada de 

muchas personas vecinos de la colonia, se presentaron más de 30 

patrullas y aproximadamente más de 60 policías estatales y 

municipales que cerraron los accesos a dicha calle y protegieron la 

puerta de entrada a la bodega en donde están las despensas. 

 

4.- El suscrito, conjuntamente con unas 40 personas fuimos testigos de 

estos hechos y haciendo uso de las redes sociales hemos informado 

de estos hechos a la población en general, por lo que 

aproximadamente a las 17:00 horas de esta misma fecha se 

presentaron los coordinadores de campaña del candidato priista antes 

señalado, mismos que no pudieron entrar en dicha bodega por la 

presión de los vecinos que les gritaban; rateros, no vamos a dejar que 

compren los votos con unas despensas entre otros señalamientos.  

 

5.- Algunos vecinos lograron obtener fotografías con sus celulares de 

dichas despensas y artículos electrodomésticos. 

 



 7 

6.- Siendo las 21:30 horas del mismo día aproximadamente unas 200 

personas se apostaron afuera de la bodega que seguía bajo resguardo 

de la policía, mismas que manifestaban su intención de vigilar la 

bodega para evitar que los priistas sacaran las despensas para usarlas 

en la compra del voto...”. 

 

 

b) Desahogo de la audiencia. El 9 nueve de junio del presente año y ante la 

presencia del Subdirector de la Dirección Ejecutiva Jurídica del Instituto Estatal 

Electoral, se llevó a cabo la audiencia de contestación, pruebas y alegatos a la cual 

no compareció el quejoso por lo que se tuvo por precluido su derecho a realizar un 

resumen de los hechos y a relacionar sus pruebas con sus hechos, perdiendo su 

derecho a expresar alegatos. Por su parte, Arturo Gil Borja, quien fuera Candidato 

Propietario para la Presidencia Municipal de Mineral de la Reforma, Hidalgo, y en 

esta audiencia compareció Roberto Rico Ruiz, en su calidad de Representante 

Propietario del Partido Revolucionario Institucional, quienes por escrito negaron lo 

que se les atribuye. 

 

En este apartado, Arturo Gil Borja, quien fuera Candidato Propietario para la 

Presidencia Municipal de Mineral de la Reforma, Hidalgo, por la Coalición “Un 

Hidalgo con Rumbo” dijo que: 

 

“No obstante las excepciones y defensas que se han hecho valer, Ad 

Cautelam, se da respuesta a la queja presentada y se expresan las 

consideraciones respectivas. 

 

Del análisis minucioso del escrito de queja presentado por el 

denunciante, se puede advertir que solo se refiere, de manera por 

demás genérica y dogmática, que las “despensas y 

electrodomésticos...”, presuntamente localizadas, estaban destinadas 

“… presuntamente para ser repartidas en esta jornada electoral para 

obtener ilícitamente el voto…”. 

 

Precisando lo anterior, me permito exponer las siguientes 

consideraciones: 

 

PRIMERA.- Con relación al conocimiento de los hechos y algún tipo de 

responsabilidad a cargo del suscrito. 
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Primeramente, me permito destacar que el conocimiento de los hechos 

en materia de la reclamación se circunscribe a lo que algunos medios 

de comunicación difundieron en su oportunidad y lo que el propio 

reclamante narra en su escrito. Esto es, de desconocer de manera 

fehaciente las circunstancias de tiempo, modo y lugar, bajo las que los 

presuntos hechos que sustentan el reclamo del quejoso, de ser el 

caso, hubiese ocurrido. 

 

Ahora bien, el examen de las constancias que integran el expediente 

permite concluir que, a partir de los hechos referidos y el acervo 

probatorio que integran los autos, no existe base jurídica ni racional 

para imputa la responsabilidad alguna del suscrito. 

 

El efecto en que su queja el denunciante se limita a señalar que el 

nombre del Partido Revolucionario Institucional supuestamente 

aparece en algunos de los artículos o bienes presuntamente 

localizados en la bodega que se menciona, sin que al efecto se 

argumente y menos demuestre que el suscrito fuese el propietario, 

poseedor, en su caso, que de alguna forma tuviera el uso o disposición 

de los mismos. 

 

En el caso de las imputaciones de que se trata, no se precisan las 

circunstancias de modo, tiempo y lugar en la realización de actos 

propios del suscrito, a partir de los cuales se pueda concluir algún tipo 

de autoría por participación en la comisión de alguna infracción a la 

norma electoral. 

 

Así como se consta en autos, la parte quejosa no expone argumentos 

ni elementos probatorios tendientes a evidenciar que el suscrito 

hubiese ordenado, solicitado, sugerido o participado en alguna forma 

en la adquisición, guarda o distribución de los objetos que según, 

afirma el quejoso, fueron localizados en el inmueble que refiere. 

 

Por lo tanto, desde mi perspectiva sancionar o pretender que se 

sancione a una persona, sin que medien pruebas o argumentos 

suficientes para acreditar plenamente su responsabilidad en la 

ejecución de un hecho reputado como ilegal, constituiría una violación 

a lo previsto en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos. 
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SEGUNDO.- Con relación a las pruebas existentes en autos, respecto 

de los objetos que se dicen fueron localizados en la bodega que refiere 

el quejoso, me permito invocar y destacar la consistente Acata 

Circunstanciada de fecha 28 de mayo del año en curso, formulada por 

el Licenciado Carlos Julio Arroyo Chávez, titular del área de Oficialía 

Electoral del Instituto Electoral Estatal de Hidalgo, en la que hizo 

constar en lo que asunto interesa que en el inmueble referido por el 

denunciante no se encontraron despensas o electrodomésticos, con 

posibles fines y coacción del voto a favor de los candidatos del Partido 

Revolucionario Institucional. 

 

Esto es, por una parte, no existe la menor evidencia de que se hubiese 

realizado distribución alguna de objetos de naturaleza o características 

de las que refiere el denunciante, por otra, no existe constancia alguna 

respecto de la existencia de las supuestas despensas 

electrodomésticos que refiere el quejoso. (…) 

 

En la misma audiencia por escrito, Roberto Rico Ruiz, en su calidad de 

Representante Propietario del Partido Revolucionario Institucional, refirió que: 

 

“No obstante la excepción y defensa que se ha hecho valer, Ad 

Cautelam, se da respuesta a la queja presentada y se expresan las 

consideraciones respectivas. 

 

Del análisis minucioso del escrito de queja presentado por 

denunciante, se puede advertir que solo se refiere, de manera por 

demás genérica y dogmática, que las “…despensas y 

electrodomésticos…” presuntamente localizadas estaban 

destinadas…” presuntamente para ser repartidas en esta jornada 

electoral para obtener ilícitamente voto…”. 

 

Precisando lo anterior, me permito exponer las siguientes 

consideraciones: 

 

En atención a que, como ya se dijo de los hechos expuestos por el 

quejoso lo que se puede advertir una referencia genérica a que existen 

“…despensas y electrodomésticos…” presuntamente destinadas …” 

para ser repartidas en esta jornada electoral para obtener ilícitamente 
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voto…” cabe mencionar que el partido político NIEGA haber llevado a 

cabo cualquier conducta constitutiva de algún ilícito electoral, 

específicamente NIEGA haber realizado el reparto de despensas o 

artículos electrodomésticos en contravención a lo dispuesto por la 

normativa electoral. 

 

En efecto, tal y como se puede apreciar por esta H. Autoridad, en las 

constancias que obran en el expediente en el que se actúa, no consta 

elementos probatorios, que al menos de manera indiciaria apunten a 

demostrar que mi representado hubiere llevado a cabo la distribución 

de despensas o electrodomésticos referida por el quejoso. 

 

Al respecto cabe señalar que, como es de explorado derecho el que 

afirma se encuentra obligado a aprobar, del escrito de denuncia, así 

como de las consecuencias del expediente, no se desprende elemento 

probatorio alguno aportado por el quejoso, que arroje incluso el más 

mínimo indicio sobre la existencia de los hechos por el manifestado, 

pues no se aporta prueba de ningún tipo tendiente a demostrar sus 

afirmaciones, situación que incluso se señala en el apartado QUINTO 

del acuerdo de admisión de queja, cuya parte conducente se trascribe 

a continuación: 

 

(…) QUINTO.- En virtud de los hechos narrados por el Partido 

MORENA a través de su Representante Propietario ante el Consejo 

Municipal de Mineral de la Reforma, se da cuenta que en su escrito de 

demanda que, no ofrece ningún medio de prueba...”. 

 

(…)En ese sentido, atendiendo las disposiciones que regulan las 

disposiciones que regulan el Procedimiento Especial Sancionador, la 

carga probatoria recae en el quejoso, pues de conformidad con el 

artículo 323 del Código Electoral del Estado de Hidalgo “las pruebas 

deberán ofrecerse en el primer escrito que presentan las partes en el 

procedimiento, expresando con toda claridad cuál es el hecho o 

hechos que se tratan de acreditar con las mismas, así como las 

razones por las que se estima que demostraran las afirmaciones 

vertidas”, sin embargo contrario en lo establecido en el artículo de 

referencia el ahora quejoso omite ofrecer algún elemento probatorio, 

por lo que los hechos por él relatados se constituyen en meras 

afirmaciones dogmáticas, suposiciones o imputaciones mal 



 11 

intencionadas. Ahora bien con independencia de la falta de pruebas 

presentadas por el partido quejoso, se destaca que obra en autos el 

acta circunstanciada levantada a las 00:08 cero horas con ocho 

minutos del día veintiocho de junio del año dos mil dieciséis por el 

Licenciado Carlos Julio Arroyo Chávez, funcionario de la Oficialía 

Electoral del Instituto Estatal Electoral, de la cual no se desprende la 

existencia de ninguna conducta relacionada con el reparto de 

despensas o artículos electrodomésticos aducido por el quejoso, 

situación que confirma que son meras afirmaciones o suposiciones sin 

sustento probatorio alguno de parte del partido quejoso al pretender 

imputar a mi representado conductas violatorias inexistentes. 

 

Ahora bien, aunado al hecho de que el escrito de queja del Partido 

MORENA, así como del acta circunstanciada levantada por la Oficialía 

Electoral del Instituto Estatal Electoral, no se desprende probanza 

alguna demostrativa de repartos por parte de mi representado de 

despensas o artículos electrodomésticos, cabe destacar que, de las 

constancias que obran en el expediente o artículos prueba, indicio ni 

siquiera por la existencia de dichos artículos. (…) 

 

 

CUARTO.- ESTUDIO DE FONDO. Como cuestión previa y atendiendo a los 

principios de congruencia y exhaustividad que deben regir los actos de las 

autoridades, es preciso señalar la metodología a seguir para la resolución del asunto 

planteado ante este Órgano Jurisdiccional: 

 

- Analizar la existencia o inexistencia de los hechos denunciados 

con los medios de prueba que obran en autos; 

 

- Acreditación de los hechos. Antes de considerar la legalidad o no de los 

hechos denunciados, es necesario verificar su existencia y las circunstancias en que 

se realizaron a partir de los medios de prueba que constan en el expediente. 

 

Así, por lo que hace a Javier Arista Ortiz, en su calidad de Representante 

Propietario del Partido MORENA, ante el Consejo Municipal Electoral del Municipio 

de Mineral de la Reforma, Hidalgo, en el capítulo de pruebas, el Instituto Estatal 

Electoral, refirió que su inasistencia a la audiencia única, que: 
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“(…) Primero. Se tiene por precluido el derecho del Ciudadano Javier 

Arista Ortiz, Representante del Partido MORENA ante el Consejo 

Municipal Electoral de Mineral de la Reforma, para ofrecer los medios 

probatorios que hubiese estimado pertinentes, toda vez que no 

compareció a la etapa de desahogo de pruebas de esta audiencia, y 

no presento pruebas en su escrito inicial de queja. (…) 

 

En lo que se refiere a Arturo Gil Borja, quien fuera Candidato Propietario para 

la Presidencia Municipal de Mineral de la Reforma, Hidalgo, se le tuvo por ofrecidos 

los medios de prueba, siguientes: 

 

1.- La documental consistente en copia fotostática por ambos lados de 

la credencial para votar del suscrito. 

2. La presuncional legal y humana, en todo aquello que me beneficie. 

3. La instrumental de actuaciones, consistentes en todas y cada una 

de las actuaciones que obren en el presente asunto, y que me 

beneficien. (…) 

 

Además, Roberto Rico Ruiz, en su calidad de Representante Propietario del 

Partido Revolucionario Institucional, oferto los siguientes medios probatorios: 

 

“1.- La presuncional legal y humana, en todo aquello que beneficie a 

los intereses de mi representado. 

2.- La instrumental de actuaciones, consistentes en todas y cada una 

de las actuaciones que obren en el presente asunto, y que beneficien a 

mi mandante. (…) 

  

Por tanto, atendiendo a la denuncia planteada, y previo al análisis del caudal 

probatorio es conveniente tener presente, según la doctrina y tomando en cuenta al 

procesalista Juan Carlos Silva Adaya que “…el derecho penal y el derecho 

administrativo sancionador son especies de lo que se denomina sistema sancionador 

constitucional y que ante ello puede concluirse que los principios jurídicos que rigen 

en el derecho penal también tienen vigencia en el derecho administrativo 

sancionador, así como en las subespecies de este último, entre las cuales figura el 

derecho administrativo sancionador electoral…..”. 

 

“…El derecho administrativo sancionador electoral comprende las normas 

jurídicas relativas a las infracciones administrativo - electorales (también conocidas 

como faltas, irregularidades o contravenciones), que atañen a la parte sustantiva, 
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aunque en un sentido más amplio, podrían incluirse las normas adjetivas y ejecutivas 

que regulan el procedimiento sancionador e, inclusive, las normas orgánicas que 

están relacionadas con las autoridades sancionadoras, especialmente en lo que 

corresponde a la potestad sancionadora. Dice el mismo autor que es infracción 

administrativa electoral, en sentido genérico, la conducta tipificada en la ley que se 

realiza principalmente por los ciudadanos, ya sean electores, candidatos u 

observadores electorales; servidores públicos electorales o servidores públicos en 

general; funcionarios partidarios e, inclusive, partidos políticos o agrupaciones 

políticas; ministros de culto religioso; notarios públicos; extranjeros y, en general, los 

sujetos político - electorales, a través de la cual se conculca, contraviene, incumple, 

infringe, transgrede, viola o vulnera lo dispuesto en las normas jurídicas relativas al 

derecho del ciudadano para: a) participar en la dirección de los asuntos públicos, 

directamente o por medio de representantes libremente elegidos; b) votar y ser 

elegido en elecciones libres, auténticas y periódicas, realizadas por voto universal, 

libre, secreto y directo, y e) tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las 

funciones públicas…”. 

 

“…En sentido restringido o estricto, falta o infracción administrativa electoral es 

la conducta que vulnera el régimen electoral, la cual posee una gravedad menor y, 

por esa razón, principalmente tiene una sanción no privativa de la libertad y cuya 

investigación y sanción corresponde a una autoridad administrativa…". 

 

“…Falta o infracción electoral, en sentido amplio, coincide con un ilícito por 

tratarse de toda acción u omisión por la cual se viola o atenta contra los derechos, 

prerrogativas y valores políticos propios de un Estado Constitucional Democrático de 

Derecho que, de acuerdo con un estándar mínimo internacional para la región 

latinoamericana, son los que se enumeran y prevén en el artículo 25 del Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos, así como 23 de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos...”. 

 

“…En la definición de infracción administrativo electoral, como se ha 

precisado, destacan dos elementos importantes: por una parte, figura el supuesto 

normativo o tipo por el que se prevé la conducta prohibida, el cual, al propio tiempo, 

constituye el presupuesto de la sanción y, en el otro extremo, está precisamente la 

consecuencia jurídica, pena o sanción, misma que se actualiza cuando en el mundo 

fáctico se colman los extremos normativos del supuesto normativo, en el entendido 

de que, para comprobar que la falta electoral se realizó y acreditar que ésta 

corresponde a cierto autor o sujeto activo, así como para la aplicación de la 
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correspondiente consecuencia jurídica, se debe atender a ciertas reglas 

procesales…”. 

 

Siguiendo con las ideas del autor citado, tenemos que, “…en las faltas o 

infracciones electorales, está implícito el ius puniendi del Estado o coacción pública, 

sin que este facultamiento de los depositarios del poder público sea omnímodo. En 

efecto, en la medida que dicha potestad conlleva la posibilidad de limitar, restringir o 

privar del ejercicio o disfrute de algún derecho, libertad o bienes de la persona, así 

como la imposición de una obligación o carga jurídica extraordinaria, es que, en el 

derecho administrativo sancionador electoral, deben seguirse una serie de principios 

y normas jurídicas que acotan dicha atribución sancionatoria, a fin de impedir los 

abusos de poder, asegurando la supremacía del derecho, la limitación y la 

racionalización en el ejercicio del poder, la división de poderes y la protección de los 

derechos humanos; en suma, la vigencia del Estado constitucional democrático de 

derecho…”. 

 

Dice el autor que “…la propia Sala Superior ha concluido que los principios 

que rigen en el derecho penal, con ciertos matices, son aplicables en materia de 

faltas e infracciones electorales, considerando que ese derecho administrativo 

sancionador (en el cual está incluida la subespecie del derecho administrativo 

sancionador electoral), al igual que el derecho penal, son manifestaciones del 

ordenamiento punitivo del Estado…” (1) 

(1) Juan Carlos Silva Adaya. (2014). EL DERECHO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR ELECTORAL Y EL ESTADO 

CONSTITUCIONAL Y DEMOCRÁTICO DE DERECHO EN LAS SENTENCIAS DEL TRIBUNAL ELECTORAL. México, D.F.: 

Instituto de Investigaciones Jurídicas. 

 

Entonces tenemos que la facultad de reprimir conductas ilícitas es connatural 

a la organización del Estado, al cual se le encomendó la realización de todas las 

actividades necesarias para lograr el bienestar común. Lo anterior debe llevarse a 

cabo en estricto apego a los derechos humanos y las normas fundamentales. 

 

Según su naturaleza, las conductas o hechos ilícitos pueden enmarcarse en el 

ámbito del derecho administrativo o del derecho penal. Los principios contenidos y 

desarrollados por el derecho penal le son aplicables mutatis mutandis (2) al régimen 

administrativo sancionador, porque el régimen administrativo sancionador y el 

derecho penal son manifestaciones del derecho a sancionar del Estado. Esto 

significa que se deben extraer los principios desarrollados por el derecho penal y 

adecuarlos en lo que sean útiles y pertinentes a la imposición de sanciones 

administrativas (Tesis XLV/2002 DERECHO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR 
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ELECTORAL. LE SON APLICABLES LOS PRINCIPIOS DEL IUS PUNIENDI 

DESARROLLADOS POR EL DERECHO PENAL). 

(2) Mutatis mutandis es una frase en latín que significa ‘cambiando lo que se deba cambiar’. 

 

Dicho lo anterior y dada la naturaleza del procedimiento que se resuelve, como 

ya quedo citado, es indispensable, además, tener en cuenta que existe el principio 

general de derecho de que "el que afirma está obligado a probar”, esto se encuentra 

establecido en nuestro Código Electoral del Estado, que en su artículo 360 

textualmente dice que: 

 

“Artículo 360. El que afirma está obligado a probar. También lo 

está el que niega, cuando su negación envuelve la afirmación expresa 

de un hecho.” 

 

Por lo que en la especie, correspondía al actor demostrar sus hechos, pues se 

insiste, no bastaba que el impetrante alegue que existió artículos para coaccionar el 

voto, sino que resultaba necesario que ofreciera medios de convicción eficaces o 

idóneos que respaldaran sus afirmaciones y demostraran las circunstancias de 

tiempo, modo y lugar en que, según él, se dieron las presuntas irregularidades 

alegadas, a fin de generar en el juzgador la certeza de su comisión, circunstancias 

que no ocurrieron en la especie. 

 

Llama la atención que los denunciados, en este asunto, ambos ofrecieron la 

presuncional legal y humana y la instrumental de actuaciones, por lo que, si 

revisamos, ambos medios probatorios, ambos se encuentra regulados en el artículo 

357 en sus fracciones IV y V del Código Electoral de Hidalgo, y así tenemos que una 

presunción es la consecuencia que la ley o el Juez deducen de un hecho conocido 

para averiguar la verdad de otro desconocido: la primera se llama legal y la segunda 

humana; la presunción legal se da cuando la ley la establece expresamente y cuando 

la consecuencia nace inmediata y directamente de la ley; por otro lado hay 

presunción humana cuando de un hecho debidamente probado se deduce otro que 

es consecuencia ordinaria de aquel. 

 

Bajo esas premisas el que tiene a su favor una presunción legal, sólo está 

obligado a probar el hecho en que se funda la presunción. 

 

Una presunción es un mecanismo mediante el cual la ley (en el caso de la 

presunción legal) o el tribunal (en el caso de la presunción humana) deducen de un 

hecho conocido, otro que en realidad es desconocido. 
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La consecuencia de que una de las partes en el juicio cuente con una 

presunción en su favor, es proyectar inmediatamente sobre su contraparte la carga 

de probar que el hecho presumido no es verdadero. Lo anterior ocurre en las 

presunciones llamadas iuris tantum, que son las que admiten prueba en contrario. En 

las presunciones iuris et de iure, la parte a quien le afecta el hecho presumido no 

tiene posibilidad de neutralizar su efecto mediante prueba en contrario. 

 

Por otro lado, tenemos la instrumental de actuaciones que es el conjunto de 

actuaciones que obren en el expediente, formado con motivo del juicio. 

 

En el caso que nos ocupa, este órgano colegiado constata que no existe en el 

texto del código procesal examinado una presunción que favorezca al denunciante y 

que le permita acreditar la infracción que reclama. 

 

Recordemos que la actividad probatoria se encuentra integrada por actos 

jurídicos procesales de las partes y tiene especial trascendencia en el 

desenvolvimiento de la relación procesal, ya que, a través de dicha actividad, las 

partes contendientes van a aportar al juzgador los elementos tendientes a lograr su 

convicción sobre los hechos alegados por las mismas. 

 

Como se advierte, la actividad probatoria ha sido definida como una carga 

procesal que las partes deberán cumplir (en los momentos procesales oportunos), ya 

que a cada una de ellas es a quien interesa que el Juez llegue a la convicción de que 

los hechos alegados a favor de sus intereses o en contra del opuesto, han quedado 

acreditados. 

 

Lo anterior se afirma, pues es a través de la actividad probatoria que la ley 

faculta a las partes para que aporten al juzgador los elementos de convicción para 

que sea estimada por éste la pretensión que hayan formulado al ejercer una acción o 

al oponer una excepción. 

 

Ahora bien, del contenido del artículo 357 del Código Electoral del Estado, se 

desprende que en el proceso civil existen dos reglas fundamentales para distribuir la 

carga de la prueba: 

 

a) las partes deben probar los hechos constitutivos de sus pretensiones, y 

b) el que niega se encuentra obligado a probar cuando afirme un hecho. 
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En ese sentido, corresponde la carga de probar un hecho a la parte que lo 

hace valer, es decir, a cada parte le corresponde la carga de probar los hechos que 

sirven de presupuesto al efecto jurídico perseguido (cualquiera que sea su posición 

procesal). 

 

Así, quien invoca una situación jurídica está obligado a probar los hechos 

fundatorios en que aquélla descansa, pues resulta evidente que quien pretende 

innovar y cambiar una situación actual, debe soportar la carga de la prueba. 

 

En el entendido de que la parte que niega se encuentra obligada a probar 

cuando se ubica dentro de los casos excepcionales establecidos por la norma 

(cuando la negación envuelva la afirmación expresa de un hecho;). 

 

Así las cosas, atendiendo el contenido del artículo citado, es claro que la carga 

probatoria compete a las partes, atendiendo su problemática de hacer prosperar sus 

acciones o excepciones, según corresponda. 

 

Por consiguiente, en el caso específico, si el denunciante afirma que existe 

una conducta ilegal, corresponde a la parte solicitante, toda vez que no existe una 

presunción a su favor. 

 

Ello es así, dado que: 

 

a) Se demostró -en el presente considerando- que el artículo 357 del Código 

Electoral del Estado, en ningún momento genera una presunción legal a favor de una 

de las partes. 

 

b) Dicho artículo no excepciona las reglas sobre carga probatoria, o en su 

caso, establece un escenario de ruptura de las condiciones de impartición de justicia 

de manera imparcial entre las partes. 

 

c) Es un principio de derecho que el que afirma se encuentra obligado a 

probar, por lo que la afirmación realizada por una de las partes, relativa a que existió 

un hecho ilícito de tratar de coaccionar el voto, se funda sobre un hecho propio de 

carácter afirmativo. 

 

Esto, sin perjuicio de que este Órgano Colegiado, pueda desprender una 

presunción humana de las pruebas que se hayan ofrecido y de las circunstancias 

particulares de cada caso. 
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Apoya lo anterior, la tesis aislada 284, 732 sustentada por el Pleno, que a la 

letra dice: 

 

"ONUS PROBANDI.-El que afirma está obligado a probar y no 

así el que niega, a menos que su negación envuelva la afirmación 

expresa de un hecho." Semanario Judicial de la Federación, Tomo 

XIV, Quinta Época, página 146. 

 

Así como la diversa sustentada por la extinta Cuarta Sala de la Suprema Corte 

de Justicia, que dice: 

 

"ACCIONES Y EXCEPCIONES, CARGA DE LA PRUEBA DE LAS.- El 

régimen procesal general, sancionado por la doctrina y la legislación, 

ha establecido principios básicos en el sentido de que el actor debe 

probar su acción y el demandado sus excepciones, y que si el actor no 

probó su acción debe absolverse al demandado; de tal manera que el 

juzgador habrá de estudiar, ante todo, si la acción está probada, y 

hasta después de haberse decidido este punto, en sentido afirmativo, 

es cuando se procederá al examen de las excepciones opuestas con 

el objeto de combatir esa acción." (Semanario Judicial de la 

Federación, Quinta Parte, Tomo XII, Sexta Época). 

 

En este caso en concreto, además, no se deja de analizar como instrumental 

de actuaciones, el acta circunstanciada de fecha 28 de mayo del presente año, 

levantada a petición del denunciado Roberto Rico Ruiz, donde el Lic. Carlos Julio 

Arroyo Chávez, hizo constar que: 

 

“En consecuencia y después de la minuciosa observación y 

recorrido por todo el lugar esta Oficialía Electoral determina que se 

constata y da fe que al interior del inmueble marcada con el número 

cuarenta de la calle primero de mayo, esquina con calle Teodomiro 

Manzano, en la Colonia El Saucillo, Municipio de Mineral de la 

Reforma, Hidalgo; NO SE ENCONTRARON despensas u objetos de 

programas sociales con posibles fines de coacción al voto a favor de 

los candidatos del Partido Revolucionario Institucional”. 

 

Entonces, en ese orden de ideas, este Órgano Colegiado estima que no 

existe la infracción que se reclama, pues el actor omitió aportar ante el Instituto y 
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también ante este Tribunal, elementos de convicción idóneos que permitan arribar a 

la conclusión de la existencia de sus aseveraciones, pues no debe perderse de vista 

que en todo proceso judicial, las partes tienen la obligación de probar sus 

afirmaciones, a través de los medios de prueba idóneos que permitan al juzgador 

conocer la verdad material de los hechos que rodean el caso concreto que se 

resuelve. 

 

Lo anterior como dijimos en base al principio general de derecho de que "el 

que afirma está obligado a probar", por lo que correspondía al actor demostrar sus 

hechos, pues se insiste, no bastaba que el impetrante alegue que existen artículos de 

programas sociales para coaccionar el voto, sino que resultaba necesario que 

ofreciera medios de convicción eficaces o idóneos que respaldaran sus afirmaciones 

y demostraran las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que, según él, se dieron 

las presuntas irregularidades alegadas, a fin de generar en el juzgador la certeza de 

su comisión, circunstancias que no ocurrieron en la especie, resolviéndose la 

INEXISTENCIA DE LA INFRACCIÓN, que se reclama, ante la falta probatoria del 

denunciante, que se le tuvo por perdido su derecho a ofrecer pruebas. 

 

Entonces debemos tener en cuenta que en la sustanciación del Procedimiento 

Especial Sancionador, solo podrán ser admitidas las pruebas documentales y 

técnica, sin embargo, dada la naturaleza propia de las pruebas ofrecidas por los 

denunciados, y en el entendido que la instrumental de actuaciones y presuncional en 

su doble aspecto son condiciones que se infieren como parte de la resolución en el 

estudio de fondo del asunto, estas se tienen por admitidas y serán valoradas en su 

conjunto, atendiendo a las reglas de la lógica, la experiencia y la sana crítica, así 

como los principios rectores de la función electoral, con el objeto de que produzcan 

convicción sobre los hechos denunciados. 

 

Entonces si la instrumental de actuaciones consiste en los documentos que 

obran en el expediente formado con motivo del procedimiento, y este Tribunal deberá 

tomar en cuenta los que en él se contengan, sin que ello transgreda el contenido de 

los artículos 14 y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

que establecen las formalidades esenciales del procedimiento, consistentes, 

básicamente, en la obligación del juzgador de decidir las controversias sometidas a 

su conocimiento considerando todos y cada uno de los argumentos aducidos en el 

expediente, por lo que la instrumental de actuaciones y la presuncional legal y 

humana, probanzas de las cuales, este tribunal analizó su desahogo por parte de la 

autoridad instructora de la denuncia y entonces con ella, se determina que no se 
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demostraba la violación a la normatividad electoral, como se ha plasmado en el 

cuerpo de la presente resolución. 

 

Conclusión. 

De conformidad con las razones expuestas, y en observancia de los principios 

rectores de todo proceso electivo, en el caso no se surten los elementos 

constitucionales y legales que permitan estimar que, al no existir medios probatorios 

para sostener la acreditación de la infracción, ni tampoco que esta haya sido 

realizada por los denunciados, no se desprenden elementos suficientes para 

determinar la existencia de la infracción. 

 

Por lo anteriormente expuesto, y con fundamento en los artículos 1, 8, 13, 14, 

16, 17, 20, 26, 116 fracción IV inciso B y 133 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos; 11 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, 

14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 8 de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos; 1, 2, 3, 4, 4 Bis, 9, 24 fracción IV, 94, 96 último 

párrafo, y 99, apartado C, fracción IV de la Constitución Política para el Estado de 

Hidalgo; 1, fracción VI, 2, 66, 127, 128, 300, 312, 317, 319 a 326 y 337 a 342, 357 y, 

361 del Código Electoral del Estado de Hidalgo; 1, 2, 4, 7 y 12 fracción II, de la Ley 

Orgánica del Tribunal Electoral del Estado de Hidalgo; 1, 9, y 14, fracción I, del 

Reglamento Interior del Tribunal Electoral del Estado de Hidalgo; los numerales 3, 4, 

7, 8 y 18 del Reglamento de la Oficialía Electoral del Instituto Estatal Electoral de 

Hidalgo; el artículo 3 del Reglamento para la Difusión, Fijación y Retiro de la 

Propaganda Política y Electoral del Instituto Estatal Electoral y, el diverso ordinal 6 

del Reglamento de Quejas y Denuncias del mismo instituto administrativo del estado 

de Hidalgo, es de resolverse y se: 

 

 

R E S U E L V E 

 

 

PRIMERO. Este Tribunal Electoral del Estado de Hidalgo es competente para 

conocer del Procedimiento Especial Sancionador radicado con el expediente TEEH-

PES-029/2016, formado con motivo de la denuncia formulada por Javier Arista Ortiz, 

en su calidad de Representante Propietario del Partido MORENA, ante el Consejo 

Municipal Electoral del Municipio de Mineral de la Reforma, Hidalgo. 
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SEGUNDO. Se declara la inexistencia de la violación objeto de la denuncia en 

términos de la presente resolución. 

 

 

TERCERO. En consecuencia, se tiene por no acreditada la responsabilidad de 

Arturo Gil Borja, quien fuera Candidato Propietario para la Presidencia Municipal de 

Mineral de la Reforma, Hidalgo de la Coalición “Un Hidalgo con Rumbo” y del Partido 

Revolucionario Institucional de Mineral de la Reforma, Hidalgo. 

 

 

CUARTO. Hágase del conocimiento público la presente resolución a través del 

portal web de este Órgano Jurisdiccional. 

 

 

QUINTO. Notifíquese y cúmplase. 

 

Así lo resolvieron y firmaron por unanimidad de votos las y los Magistrados 

que integran el Tribunal Electoral del Estado de Hidalgo, Presidente Manuel Alberto 

Cruz Martínez, Magistrada María Luisa Oviedo Quezada, Magistrada Mónica Patricia 

Mixtega Trejo, Magistrado Jesús Raciel García Ramírez y Magistrado Javier Ramiro 

Lara Salinas, siendo ponente el último de los nombrados, quienes actúan con el 

Secretario General Ricardo César González Baños, que autentica y da fe. DOY FE. 

 


